
TITULO TERCERO 
Competencia 

CAPITULO UNICO 
 
Artículo 25.- Ámbito 
El Defensor de los Habitantes de la República tiene competencia para investigar de oficio o a petición de 
parte, las actuaciones materiales, actos u omisiones originadas en la actividad administrativa del sector 
público. 
 
Artículo 26.- Inspecciones y acceso a información 
En cualquier momento, el Defensor de los Habitantes de la República, el Defensor Adjunto o sus 
delegados podrán inspeccionar las oficinas públicas sin previo aviso y requerir de ellas toda la 
información y documentación necesarias para cumplir con sus atribuciones. Se incluyen en esta 
disposición todas aquellas oficinas, estructuras o instalaciones que se destinen a la explotación de 
concesiones, a la prestación de servicios públicos o al ejercicio de alguna función pública. 
No podrá negarse el acceso del Defensor de los Habitantes de la República o sus colaboradores a 
documentos públicos que se encuentren en manos de particulares. 
 
Artículo 27.- Citación de funcionarios 
El Defensor de los Habitantes de la República podrá citar a los funcionarios públicos para que 
comparezcan personalmente a referirse sobre cualquier cuestión de interés para la investigación de 
asuntos sometidos a su conocimiento. También están obligadas a comparecer aquellas personas que 
participen en la explotación de concesiones o en la prestación de servicios públicos. Si habiendo sido 
debidamente notificado no se presentara el día y la hora señalados, el funcionario o la persona citada 
podrá ser obligada a comparecer por medio de la Fuerza Pública. Se exceptúan los casos legítimo 
impedimento y los de funcionarios que gozan de inmunidad. 
 
Artículo 28.- Legitimación para accionar 
El Defensor de los Habitantes de la República está legitimada para interponer de oficio o de solicitud del 
interesado, cualquier tipo de acciones jurisdiccionales o administrativas de las previstas en el 
ordenamiento jurídico. 
 
La sola solicitud del interesado no obliga al Defensor a interponer acciones judiciales o administrativas si 
a su juicio no existen motivos para proceder de esa manera, o bien si en su criterio es posible subsanar 
los hechos denunciados a través de otras vías. 
 
En todos los casos, la presentación de acciones y recursos jurisdiccionales o administrativos tendrá por 
finalidad el cumplimiento de las atribuciones del Defensor de los Habitantes de la República, y de tutela 
de los derechos o intereses de los habitantes. 
 
Artículo 29.- Acción de inconstitucionalidad 
De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 75 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, el Defensor de 
los Habitantes de la República podrá interponer acciones de inconstitucionalidad sin que sea necesaria 
la existencia de un asunto pendiente de resolver ante los tribunales. 
 
Artículo 30.- Consultas de constitucionalidad 
Conforme lo establece el inciso ch) del artículo 96 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, el Defensor 
de los Habitantes de la República está legitimado para plantear la consulta previa de constitucionalidad 



ante esa jurisdicción cuando considere que un proyecto legislativo infringe derechos o libertades 
fundamentales reconocidos por la Constitución o los instrumentos internacionales de derechos 
humanos vigentes en la República. 
 
Artículo 31.- Naturaleza de intervención 
Para todos los efectos, las competencias del Defensor de los Habitantes de la República son de control 
de legalidad. En el cumplimiento de sus funciones no podrá anular o sustituir los actos, actuaciones 
materiales u omisiones de la actividad administrativa del sector público. 
 
Artículo 32.- Recomendaciones 
Cuando el Defensor de los Habitantes de la República, llegue a tener conocimiento de la ilegalidad 
arbitrariedad de una actuación material, acto u omisión, o de la existencia de amenazas, perturbaciones 
o restricciones a los derechos e intereses de los habitantes, deberá formular el órgano respectivo, en 
forma pública o privada, advertencia, recomendaciones o recordatorios de sus deberes legales y 
sugerencias para la rectificación correspondiente o la adopción de nuevas medidas. 
Si como consecuencia de sus investigaciones llegase al convencimiento de que el cumplimiento de una 
norma, o la ausencia de regulaciones, puede provocar situaciones injustas o perjudiciales para los 
habitantes, podrá sugerir el órgano legislativo o al órgano competente la modificación de la misma, o 
bien, la adopción de las que corresponda. 
 
Si el asunto cuestionado se hubiese producido con ocasión de servicios prestados por particulares en 
virtud de acto administrativo habilitante, el Defensor de los Habitantes de la República podrá instar a las 
autoridades administrativas competentes el ejercicio de sus potestades de inspección y de sanción. 
El Defensor de los Habitantes de la República podrá emitir censura pública por actos o compromisos 
lesivos a los derechos e intereses de los habitantes. 
En todos los casos, el órgano o funcionario estará obligado a responder por escrito en el término de 
quince días hábiles. 
 
Artículo 33.- Presentación de denuncias al Ministerio Público 
Cuando el Defensor de los Habitantes de la República tenga noticia de una conducta o de hechos 
presuntamente delictivos, lo pondrá en conocimiento del Ministerio Público. 
Asimismo si como consecuencia de alguna investigación que realice en el ejercicio de sus competencias, 
el Defensor de los Habitantes de la República establece la posibilidad de que se hubiera cometido algún 
delito, tendrá la obligación de denunciarlo ante el Ministerio Público y darle cumplido seguimiento a la 
tramitación de la causa. 
 
Artículo 34.- Limitaciones 
El Defensor de los Habitantes de la República no podrá intervenir, en forma alguna, respecto de las 
resoluciones del Tribunal Supremo de Elecciones en materia electoral. 
Cuando por cualquier medio conozca de una irregularidad de tipo administrativo que se atribuya a algún 
órgano del Poder Judicial o a sus servidores, o que se relacione con la calidad y eficiencia del servicio de 
administración de justicia, se la comunicará a la Corte Suprema de Justicia o a la Inspección Judicial y 
remitirá toda la información disponible para que se tramite la investigación que corresponda. El 
Defensor de los Habitantes de la República dará cumplido seguimiento a dicha investigación y podrá 
informar pública o privadamente sobre sus resultados. 
Si se trata de conocer sobre las actuaciones del Organismo de Investigación Judicial, en cuanto a los 
derechos humanos de los habitantes, el Defensor de los Habitantes de la República podrá realizar las 
investigaciones que estime convenientes. 



Concluidas las mismas, informará sobre sus conclusiones y recomendaciones a la Corte Suprema de 
Justicia para que se proceda conforme corresponda. 
El Defensor de los Habitantes no podrá conocer de los asuntos sobre los cuales esté pendiente una 
resolución judicial. Tampoco podrá conocer de aquellos sobre los que se haya producido un fallo con 
autoridad de cosa juzgada, siempre que este se hubiera pronunciado sobre el fondo de los hechos u 
omisiones reclamados. 


